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MEMORIA DEL ANTEPROYECTO DE LEY DEL ESTATUTO DE LOS ALTOS CARGOS 

DE LA ADMINISTRACiÓN DE LA COMUNIDAD DE CASTILLA Y LEÓN. 

La presente memoria se elabora en cumplimiento de lo establecido en el artículo 75 de la 

Ley 3/2001, de 3 de julio, de Gobierno y de la Administración de la Comunidad de Castilla y 

León. 

1. ESTUDIO DEL MARCO NORMATIVO. DISPOSICIONES AFECTADAS Y TABLA DE 

VIGENCIAS. 

1.1. Marco Normativo: 

El Estatuto de Autonomía de Castilla y León, en la redacción que le otorga la Ley 

Orgánica 14/2007, de 30 de noviembre, atribuye, en el artículo 70.1.1°, a la Comunidad de 

Castilla y León la competencia exclusiva sobre la organización, régimen y funcionamiento de 

sus instituciones de autogobiemo. 

En el ejercicio de tales competencias y en desarrollo de otros preceptos estatutarios, se 

aprobó la Ley 3/2001, de 3 de julio, del Gobierno y de la Administración de la Comunidad de 

Castilla y León, en la cual, entre otras cuestiones, se regula la organización y el 

funcionamiento de la Junta de Castilla y León y de sus miembros, así como de la 

Administración General e Institucional de la Comunidad de Castilla y León, de las empresas 

públicas y de los entes públicos de derecho privado. 

Respecto de los miembros de la Junta de Castilla y León, tal regulación constituye un 

mandato normativo, con la exigencia de rango de ley, establecido en el artículo 28.3 del 

Estatuto de Autonomía. 
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Esta previsión fue objeto de regulación de fonna sectorial por las siguientes nonnas: 

a) Ley 6/1989, de 6 de octubre, de incompatibilidades de los miembros de la Junta 

de Castilla y León y de otros cargos de la Administración de la Comunidad 

Autónoma de Castilla y León. 

b) Ley 11/1990, de 28 de noviembre, de creación del Registro de Intereses de los 

miembros de la Junta de Castilla y León y de otros cargos de la Administración de 

la Comunidad Autónoma. 

c) Decreto 3/1991, de 17 de enero, por el que se regula la organización y 

funcionamiento del Registro de Intereses de Altos Cargos. 

La Ley 3/2015, de 4 de marzo, de Transparencia y Participación Ciudadana en 

Castilla y León ha supuesto la modificación parcial de las dos leyes antes señaladas. 

El Decreto 2/2015, de 7 de julio, del Presidente de la Junta de Castilla y León, de 

reestructuración de Consejerías y el Decreto 40/2015, de 23 de julio, por el que se 

establece la estructura orgánica de la Consejerla de la Presidencia, atribuyen a ésta las 

competencias en materia de impulso y coordinación de las actuaciones en materia de 

transparencia, así como el impulso y puesta en marcha de medidas dirigidas a la mejora 

de la calidad de la política. 

1.2. Disposiciones afectadas y tabla de vigencias. 

El proyecto deroga las siguientes normas: 

a) La Ley 6/1989, de 6 de octubre, de incompatibilidades de los miembros de la 

Junta de Castilla y León y de otros cargos de la Administración de la Comunidad 

Autónoma de Castilla y León. 

b) La Ley 11/1990, de 28 de noviembre, de creación del Registro de Intereses de los 

miembros de la Junta de Castilla y León y de otros cargos de la Administración de 

la Comunidad Autónoma. 

c) Decreto 3/1991, de 17 de enero, por el que se regula la organización y 

funcionamiento del Registro de Intereses de Altos Cargos. 
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El proyecto modifica las siguientes normas: 

a) Ley 3/1987, de 30 marzo, Electoral de Castilla y León. 

b) Ley 3/2001, de 3 de julio, del Gobierno y de la Administración de la Comunidad 

de Castilla y León. 

c) Ley 4/2001, de 4 de julio, reguladora de la iniciativa legislativa popular y de los 

Ayuntamientos de Castilla y León. 

d) Ley 7/2005 de 24 de mayo, de la Función Pública de Castilla y León. 

2. INFORMES Y ESTUDIOS SOBRE SU NECESIDAD Y OPORTUNIDAD. 

El anteproyecto aborda el cumplimiento del mandato contenido en el artículo 28.3 

del Estatuto de Autonomía de Castilla y León de forma sistemática y global, derogando 

las normas preexistentes y aunando la regulación en un solo cuerpo normativo de todas 

aquellas cuestiones que componen el estatuto de los miembros de la Junta de Castilla y 

León y de los altos cargos titulares de los órganos directivos de la Administración 

General y de los equivalentes en la Administración Institucional, empresas públicas y 

fundaciones públicas. 

Su finalidad es modernizar la regulación existente, dotarla de una mayor 

sistemática, consolidar el proceso de regeneración democrática, incrementar la 

transparencia en todas aquellas cuestiones que forman parte de la condición y del 

ejercicio de las funciones de alto cargo, incorporando medidas de seguridad juridica y 

garantías de su cumplimiento, como la existencia de un régimen sancionador explicito y 

de un órgano colegiado con competencias sancionadoras y de control. 

3. ESTRUCTURA Y CONTENIDO DEL ANTEPROYECTO. 

El anteproyecto de ley se compone de veintisiete articulos ordenados en un Título 

Preliminar y otros seis títulos, siete disposiciones adicionales, cuatro disposiciones 

transitorias, una disposición derogatoria y seis disposiciones finales. 
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El Título Preliminar regula las "Disposiciones Generales" y contiene el artículo 1, 

que define el objeto de la ley, que es establecer el régimen jurídico de los altos cargos 

de la Administración de la Comunidad de Castilla y León y de las entidades a ella 

adscritas. De este modo la ley abarca un concepto de alto cargo en el sentído más 

amplio posible, incorporando en su ámbito de aplicación, no solo a la Administración 

General e Institucional en sentido estricto, sino también a otros entes como las empresas 

públicas y las fundaciones públicas. 

El TItulo 1, bajo el titulo "Nombramiento", abarca los artículos 2,3 y 4, que regulan, 

respectivamente, el nombramiento, la toma de posesión y las obligaciones derivadas del 

nombramiento. 

Se introducen requisitos en la regulación jurídica del nombramiento de los altos 

cargos, antes inexistentes en el ordenamiento jurídico autonómico, entre otros, la 

necesidad de que el nombramiento recaiga en personas con formación idónea para el 

cargo, y el nombramiento, con carácter general, de secretarios generales y directores 

generales preferentemente entre funcionarios de carrera pertenecientes a cuerpos del 

subgrupo A 1. 

A su vez, se impone una limitación de carácter temporal máxima de ocho años para 

ser titular de una misma consejería y se establece la prohibición de nombrar o contratar 

a los condenados por sentencia firme por la comisión de delitos contra la Administración 

Pública, asi como a aquellos contra los que se encuentre abierto juicio oral por tales 

delitos o respecto a los sancionados por infracciones a la normativa de altos cargos. 

Como obligaciones derivadas de nombramiento, la ley establece el deber de 

presentar un conjunto de declaraciones, certificados y documentos relativos a la 

situación laboral, patrimonial y tributaria de los nombrados. 

El Titulo 11 aborda la regulación del "Ejercicio del alto cargo". Comprende los 

articulos del 5 al 11 y en él se prevén los valores, el régimen de incompatibilidades, los 

conflictos de intereses, la gestión de los recursos y el Código Ético y de Austeridad. 
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Los valores que han de conducir la actuación de los altos cargos son la objetividad, 

transparencia, ejemplaridad y austeridad. 

Se regulan a continuación las causas de incompatibilidad, estableciendo como regla 

general el régimen de dedicación exclusiva, excepto para las actividades tasadas en el 

articulo 7, que se reducen, entre otras, a las de carácter representativo por razón de su 

cargo, el ejercicio de funciones en partidos politicos, a la administración del patrimonio 

familiar o a la creación literaria, artistica, científica o técnica. 

Se limita también la participación de los altos cargos en aquellos asuntos en los que 

exista conflicto de intereses, y se definen pormenorizadamente en la ley cuáles son 

aquellos que se consideran intereses personales de los altos cargos. 

Este titulo concluye con el sometimiento de los altos cargos al Código Ético y de 

Austeridad, cuya aprobación se atribuye a la Junta de Castilla y León, previo debate 

como comunicación ante las Cortes de Castilla y León, y al que se otorga publicidad a 

través del Boletín Oficial de Castilla y León. 

El Titulo 111 se dedica en su totalidad a la regulación del cese de los altos cargos, 

asl como de las obligaciones y limitaciones que de él derivan, a lo cual se dedican, 

respectivamente, los artlculos 12, 13 Y 14. 

Junto a los supuestos normativamente previstos para el cese se establece la 

obligación legal de cesar en el supuesto de condena firme por delitos contra la 

Administración Pública, no hallarse al corriente de obligaciones tributarias, apertura de 

juicio oral por tales delitos o por sanción administrativa que lo conlleve. 

Establece el articulo 13 las obligaciones derivadas del cese, que se concretan en la 

necesaria aportación de diversa documentación, y se regulan en el artículo 14 las 

limitaciones derivadas del cese o despido durante los dos años siguientes, impidiendo el 

desarrollo de determinadas actividades. 
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El Título IV regula la "Comisión de Ética Pública", con cuatro artículos, desde el15 

al 18, en los cuales se establece la naturaleza y adscripción de este órgano colegiado, 

su composición, funciones y funcionamiento. 

Se adscribe a la consejería a la que, a su vez, esté adscrita la inspección de 

servicios. Su composición, de carácter mixto, incluye a tres titulares de órganos 

directivos de la Administración Autonómica con competencias en inspección de servicios 

y secretariado de la Junta y a tres expertos entre catedráticos y profesores universitarios 

en el ámbito del derecho. 

Entre otras funciones, elaborará la propuesta de Código Ético y de Austeridad, 

resolverá consultas y planteará recomendaciones e incoará y resolverá los 

procedimientos sancionadores que se tramiten por infracciones administrativas 

cometidas por altos cargos. 

El Titulo V, sobre el "Registro de Bienes y Actividades de los Altos Cargos', 

comprende los artículos 19 a 22, que regulan su descripción, gestión, naturaleza y 

acceso y organización. 

En este registro se incorporarán los documentos que deban presentar los altos 

cargos, asi como los pronunciamientos de la inspección de servicios, la Comisión de 

Ética Pública o de cualquier otro órgano sobre los altos cargos en el ejercicio de sus 

funciones. 

Por último, el Título VI se refiere al "Régimen Sancionador" y en él, el artrculo 23 

tipifica las infracciones como leves, graves y muy graves, el 24 las sanciones que van 

desde el apercibimiento al cese, el 25 regula el régimen juridico del procedimiento, el 26 

determina los órganos competentes y el 27 el régimen de prescripción y cancelación. 

Las disposiciones adicionales regulan cuestiones materiales que no encuentran su 

encaje sistemático en el articulado de la ley. 
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Tales son la limitación de la duración a ocho años de la Presidencia de la Junta de 

Castilla y León o de alguna de las instituciones propias de la Comunidad en la misma 

persona; la obligación de que las instituciones propias cuenten con su propio Código 

Ético y de Austeridad; la comunicación de la relación actualizada de entes a los que 

resulta de aplicación la Ley en el Portal de Transparencia; la comunicación de 

nombramientos y ceses a la inspección de servicios y a la Junta de Castilla y León, 

según el órgano en el que recaiga la competencia; y el contenido de las declaraciones y 

los formularios para su presentación. 

Incorporan también mandatos no dirigidos a la producción de normas jurídicas, 

como la constitución de la Comisión de Ética Pública en el plazo de dos meses desde la 

entrada en vigor de la ley y la Adaptación del Registro de Bienes y Actividades de los 

Altos Cargos a la nueva norma en el mismo plazo. 

Las disposiciones transitorias recogen los preceptos relativos a la solución de 

situaciones juridicas producidas por la entrada en vigor de la nueva norma y se refieren 

al régimen de nombramiento de los altos cargos que lo sean a la entrada en vigor de la 

ley; a la pervivencia del Código Ético y de Austeridad vigente; y al alcance transitorio de 

la modificación de la normativa electoral y de la normativa en materia de función pública 

que efectúan, respectivamente, la disposición final primera y cuarta. 

La Disposición Derogatoria deroga cuantas disposiciones de igual o inferior rango 

se opongan a lo dispuesto en la ley y, expresamente, la normativa que regula el régimen 

de incompatibilidades y el registro de bienes e intereses de otros cargos de la 

Administración de la Comunidad. 

Las Disposiciones Finales Primera, Segunda, Tercera y Cuarta modifican, 

respectivamente, determinados preceptos de la Ley 3/1987, de 30 marzo, Electoral de 

Castilla y León, para ampliar las causas de in elegibilidad como procuradores, con 

carácter general, a todos los altos cargos incluidos en el ámbito de aplicación de esta 

ley, con las tasadas excepciones que se establecen, así como de incompatibilidad a los 

presidentes de diputación y a los alcaldes y concejales de los municipios con población 

superior a 20.000 habitantes; de la Ley 3/2001, de 3 de julio, del Gobierno y de la 
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Administración de la Comunidad de Castilla y León, para regular un consejo de dirección 

en cada consejería, cuyas sesiones se celebrarán periódicamente de forma abierta a los 

medios de comunicación social y recogiendo sugerencias de los ciudadanos y 

organizaciones sociales; de la Ley 4/2001, de 4 de julio, reguladora de la iniciativa 

legislativa popular y de los Ayuntamientos de Castilla y León, para reducir del 1 al 0,75 

por ciento el porcentaje de electores necesario para ejercer la iniciativa legislativa 

popular y permitir que los promotores participen en su tramitación; y de la Ley 7/2005 de 

24 de mayo, de la Función Pública de Castilla y León, para limitar el derecho de reserva 

de puesto al personal en situación de servicios especiales. 

La Disposición Final Quinta faculta a la Junta de Castilla y León para aprobar las 

disposiciones necesarias en desarrollo de esta ley y la Disposición Final Sexta dispone 

su entrada en vigor en el plazo de un mes a contar desde el día siguiente al de su 

publicación en el Boletín Oficial de Castilla y León. 

4. ESTUDIO ECONÓMICO. 

El anteproyecto no tiene repercusión en el gasto público, pues regula el estatuto 

jurídíco de los altos cargos, sin que ello requiera la previsión del incremento de partidas 

presupuestarias ni tampoco de la previsión de la utilización de nuevos medios ni 

recursos. 

El órgano colegiado que se crea, la Comisión de Ética Pública, desarrollará sus 

funciones con los recursos materiales de la consejería a la que esté adscrita y sus 

miembros no recibirán retribución alguna por el ejercicio de sus funciones en su calidad 

de miembros de dicho órgano, por lo que su funcionamiento tampoco tiene incidencia 

en el gasto público. 
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5. EVALUACiÓN DEL IMPACTO DE GÉNERO. 

5.1. FUNDAMENTACiÓN Y OBJETO DEL INFORME. 

La Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y 

hombres, establece la consideración de la igualdad de trato y de oportunidades entre 

mujeres y hombres como un principio informador del ordenamiento jurídico. 

El Estatuto de Autonomla de Castilla y León y la Ley 1/2003, de 3 de marzo, de 

igualdad de oportunidades entre Mujeres y Hombres en Castilla y León, establecen que 

105 poderes públicos de esta comunidad garantizarán la aplicación de la perspectiva de 

género en las fases de planificación, ejecución y evaluación de las pollticas llevadas a 

cabo por las distintas Administraciones Públicas. 

Con base en ello, la Ley 1/2011, de 1 de marzo, de evaluación del impacto de género 

en Castilla y León, establece que debe evaluarse el impacto de género de todos los 

anteproyectos de Ley, disposiciones administrativas de carácter general, asi como 

planes que, por su especial relevancia económica y social, se sometan a informe del 

Consejo Económico y Social y cuya aprobación corresponda a la Junta de Castilla y 

León, concretándose dicha evaluación en la realización de un informe. 

La Orden ADM/1835/2010, de 15 de diciembre, por la que se aprueba la Guia 

metodológica de mejora de la calidad normativa, especifica que todos los proyectos 

normativos deben acompañarse de una memoria en la que se plasme, entre otras cosas, 

el impacto de género que la norma pudiera causar. 

Con base en todos estos requerimientos se realiza el presente informe, cuyo objeto 

es evaluar el efecto potencial que el anteproyecto de ley objeto de evaluación puede 

causar sobre la igualdad de género. 
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5.2. EL IMPACTO DE GÉNERO DE LA NORMA. 

La norma no afecta, ni directa ni indirectamente, a la situación de igualdad entre 

mujeres y hombres, ni tampoco influye en el acceso o control de los recursos o servicios. 

No incide tampoco en la modificación del rol de género ni en los estereotipos de 

género. Por ello puede concluirse que la norma no es pertinente al género. 

La situación de mujeres y hombres en el ámbito de la norma es de igualdad, por lo 

que no se incorporan medidas dirigidas a la producción de efectos sobre tal 

circunstancia. 

6. EVALUACiÓN DEL IMPACTO EN EL ÁMBITO DE LA INFANCIA, ADOLESCENCIA Y 

FAMILIA. 

La Ley Orgánica 1/1996, de 15 de enero, de protección jurídica del menor establece 

en el artículo 22 que las memorias de impacto normativo, que deben acompañar a los 

anteproyectos de ley y a los proyectos de reglamentos, incluirán el impacto de la 

normativa en la infancia yen la adolescencia. 

La norma no incide ni directa ni indirectamente en la esfera jurídica de los menores ni 

adolescentes, ni tampoco sobre la familia, por lo que no existe impaclo alguno sobre 

ninguno de estos ámbitos. 

7. EVALUACiÓN DEL IMPACTO EN EL ÁMBITO DE LA DISCAPACIDAD. 

La Ley 2/2013, de 15 de mayo, de igualdad de oportunidades para las personas con 

discapacidad establece en su artículo 71 que los anteproyectos de ley, los proyectos de 

disposiciones de carácter general y los planes que se sometan a aprobación de la Junta 

de Castilla y León, deberán incorporar, por la Consejería competente en materia de 

servicios sociales, un informe sobre su impacto. 
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8. EVALUACiÓN DEL IMPACTO NORMATIVO. 

La norma no ha de ser informada por el Consejo Económico y Social, pues no se 

encuentra en ninguno de los supuestos en que así lo dispone la normativa reguladora de 

este órgano, por lo que no es precisa la evaluación del impacto normativo prevista en el 

Decreto 43/2010, de 7 de octubre, por el que se aprueban determinadas medidas de 

mejora en la calidad normativa de la Administración de la Comunidad de Castilla y León. 

No obstante, se señala que la norma no supone incremento de cargas 

administrativas para las empresas, ya que no se dirige a este tipo de entidades y 

tampoco regula la prestación de servicios en el mercado en los términos en los que 

éstos se definen en la normativa vigente. 

9. EVALUACiÓN DEL IMPACTO ADMINISTRATIVO. 

En cuanto a la evaluación del impacto administrativo previsto en el decreto citado, el 

anteproyecto no crea procedimientos administrativos ni modifica otros ya existentes. 

Respecto de la previsión del impacto organizativo y de recursos de personal para su 

óptima gestión, la regulación contenida en el anteproyecto no exige nuevos medios 

materiales ni humanos. Todas sus previsiones se desarrollarán en el seno de la 

organización administrativa existente. 

10. TRAMITACiÓN DEL EXPEDIENTE. 

10.1 PARTICIPACiÓN CIUDADANA. 

El anteproyecto se pone a disposición de todos los ciudadanos en el Portal del 

Gobierno Abierto de Castilla y León durante un plazo de diez dias a fin de que puedan 

realizar cuantas aportaciones o sugerencias estimen convenientes. 
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10.2 INFORME DE LAS DISTINTAS CONSEJERíAS. 

El anteproyecto se ha remitido a todas las consejerías de acuerdo con lo establecido 

en los artículos 75 y 76 de la Ley 3/2001, de 3 de julio, del Gobierno y de la 

Administracíón de la Comunidad de Castilla y León en orden a que emitan su informe 

preceptivo, sin que ninguna de ellas presentase alegaciones, a salvo del recordatorio de 

la necesidad de incorporar las evaluaciones de impacto preceptivas que efectúa la 

Consejería de Familia y que constan en esta memoria. 

10.3 INFORME DE LA CONSEJERíA DE ECONOMIA y HACIENDA. 

El artículo 76.2 de la Ley 2/2006, de 3 de mayo, de la Hacienda y del Sector Público 

de la Comunidad de Castilla y León, dispone que la tramitación por la Administración de 

la Comunidad, entre otros, de proyectos de disposiciones generales requerirá la 

elaboración de un estudio sobre su repercusión y efectos en los presupuestos generales 

de la Comunidad y de las previsiones de financiación y gastos que se estimen 

necesarios, que se someterá al informe de la Consejería de Hacienda, que habrá de ser 

favorable para la aprobación de planes y programas de actuación que puedan 

extenderse a ejercicios futuros. 

En cumplimiento de este precepto se sometió el anteproyeclo, junto con su memoria, 

al informe de la Consejeria de Economía y Hacíenda. 

10.4 MESA GENERAL DE NEGOCIACiÓN Y CONSEJO DE LA FUNCiÓN PÚBLICA. 

Dado que la Disposición Adicional Cuarta modifica puntualmente la Ley 7/2005, de 

24 de mayo, de la Función Pública de Castilla y León, se ha sometido dicha disposición 

del anteproyecto a la Mesa General de Negociación y al Consejo de la Función Pública 

de Castilla y León, y se han adjuntado al expediente certificados de las secretarías de 

tales órganos acreditativos de dicho extremo. 
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10.5 INFORME DE LOS SERVICIOS JURíDICOS. 

En cumplimiento de lo establecido en el articulo 75.4 de la Ley 3/2001, de 3 de julio, 

del Gobierno y de la Administración de la Comunidad de Castilla y León, se solicitó el 

preceptivo informe de los Servicios Jurídicos de la Comunidad. 

10.6 DICTAMEN DEL CONSEJO CONSULTIVO DE CASTILLA Y LEÓN. 

En cumplimiento de lo establecido en el articulo 75.4 de la Ley 3/2001, de 3 de julio, 

del Gobierno y de la Administración de la Comunidad de Castilla y León, se sometió el 

texto al dictamen al Consejo Consultivo de Castilla y León, el cual ha sido emitido con 

fecha 19 de mayo de 2016, sin que en él se contenga ninguna observación de carácter 

sustantivo. 

Se han incorporado al texto las cuestiones más relevantes señaladas en el dictamen. 

Así se da una redacción más clara al artículo 14.2, relativo a las limitaciones derivadas 

del cese y al artículo 23, que se refiere a las infracciones. Respecto de la observación 

sobre el artículo 25, que apunta la necesidad de que el procedimiento sancionador 

sumario y contradictorio previsto en la ley sea desarrollado en la via reglamentaria, ha de 

decirse que se procederá a dicho desarrollo, como señala el Consejo Consultivo, con 

posterioridad a la entrada en vigor de la ley. 

Valladolid, a 3 de mayo de 2016. 

EL SECR RIO GENERAL 

José-Man I Herrero Mendoza. 
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